ARTICULO 2°: La Comisión Provincial del Patrimonio Cultural de la Provincia de Buenos Aires llevará a cabo la planificación, la ejecución y el control de esa ejecución, de las políticas culturales de conservación y preservación de los muebles e inmuebles, sean estos últimos sitios, lugares o inmuebles propiamente dichos, públicos provinciales o municipales o privados declarados provisoria o definitivamente como patrimonio cultural. 
ARTICULO 5°: (Texto según Ley 12.739) La declaración como bien del Patrimonio Cultural podrá ser provisoria o definitiva. Toda declaración de afectación definitiva deberá ser realizada mediante ley sancionada por la Legislatura Provincial.
La declaración provisoria o definitiva implicará:
b) Si se trata de bienes de dominio privado, su utilidad pública y sujeción a expropiación en la medida en que sus propietarios no acepten las condiciones de conservación y preservación que les serán propuestas por la Comisión Provincial del Patrimonio Cultural. Esta restricción será inscripta en los Registros Públicos que determine la Reglamentación.
ARTICULO 7°: Compete a la Comisión Provincial del Patrimonio Cultural, con relación a los bienes mencionados en el artículo 2°.:
f) Elevar al Director General de Escuelas y Cultura el proyecto de Ley de Declaración como bienes del Patrimonio Cultural de los muebles e inmuebles, sean éstos últimos sitios, lugares e inmuebles propiamente dichos, públicos provinciales o municipales o privados que se consideren de valor testimonial o de esencial importancia para la historia, arqueología, arte, antropología, paleontología, arquitectura, urbanismo, tecnología, ciencia, así como su entorno natural y paisajístico. 
h) Tramitar acuerdos con los propietarios, relativos a la conservación y preservación, cuando se trate de bienes del dominio privado. 
ARTICULO 12°: Los bienes muebles o inmuebles privados, sean éstos últimos sitios, lugares o inmuebles propiamente dichos, declarados provisoria o definitivamente como patrimonio cultural, estarán libres de cargas impositivas y no podrán ser intervenidos en todo o en parte, ni ser vendidos, transferidos, gravados, hipotecados o enajenados, sin intervención y aprobación de la Comisión Provincial del Patrimonio Cultural . 
ARTICULO 13°:  En el supuesto que la conservación y/o preservación del bien implicase limitación de dominio, el Poder Ejecutivo indemnizará al propietario, a cuyo efecto se aplicará el procedimiento que establece la Ley General de Expropiaciones, en lo que fuere pertinente. 
ARTICULO 14°: El titular del bien declarado provisoria o definitivamente como patrimonio cultural estará obligado a permitir la intervención de la autoridad competente en los casos previstos en la presente Ley, en aras del interés público. 
ARTICULO 15°: Ningún bien mueble privado declarado provisoria o definitivamente como patrimonio cultural, podrá ser sacado del país sin dar intervención previa a la Comisión Provincial, que hará gestiones para su adquisición cuando la considere conveniente por razones de interés público.
ARTICULO 16°: Todo permiso de obra o proyecto que afecte bienes públicos provinciales o municipales o privados, declarados provisoria o definitivamente como patrimonio cultural y que sean intervenidos en todo o en parte, deberán respetar los valores por los cuales se hallan protegidos, sin que tales proyectos puedan afectar su aspecto exterior y/o interior.
Fundamentos de la Ley 10419


Teniendo en cuenta que los planes progresistas de las ciudades y pueblos de la provincia de Buenos Aires implican la transformación de sus ejidos urbanos, trae como consecuencia la destrucción paulatina o acelerada de su patrimonio arquitectónico de interés artístico y/o histórico-cultural y que es necesario preservar los testimonios físicos que hacen a nuestro pasado histórico materializado en ellos. Que dicha ansia de progreso pues lleva a gobiernos y a particulares a multiplicar instalaciones industriales y obras inmobiliarias que deforman el paisaje tradicional y barren con los testimonios tangibles del pasado ciudadano en una actitud irresponsable, que esa riqueza destruida por una incalificable miopía no redunda en beneficio de la comunidad no obstante entenderse que el arrasamiento de edificios de sectores urbanizados se realiza siempre en aras del mejoramiento de la economía regional o provincial.

Considerando que las medidas que tiendan a salvaguardar el patrimonio cultural provincial constituyen en gran medida a hacer tomar conciencia de su significación dentro del devenir de la Nación y a forjar el sentido de la Patria manteniendo la continuidad de nuestra propia identidad para todos los habitantes de esta tierra. Y que por otra parte ese patrimonio constituye también un medio indiscutible de interés y atracción turístico por lo que debidamente valorizado y utilizado pasa a constituirse en un factor de verdadera transformación económica de la ciudad, pueblo o región en los cuales se haya enclavado. Que no obstante las recomendaciones efectuadas por organismos internacionales tendientes a la preservación de estos bienes, no se han dado pasos positivos. Al respecto estamos lejos de poseer y disponer una planificación urbanística y de una legislación conservacionista como las existentes por ejemplo en los Estados Unidos, Francia, España o Inglaterra y todavía el ….de cualquier proyecto alocado puede acabar de la noche a la mañana en algún insustituible testimonio del acervo cultural de la Provincia no sólo de los bienes cuya propiedad es del Estado provincial y/o municipal sino también de los particulares. Entendemos que para lograr los objetivos propuestos, las restricciones o limitaciones al dominio privado deben reunir:

a)       Una manifestación del Estado soberano, en el ámbito del Derecho Público.

b)      Por ende las restricciones al carácter absoluto de la propiedad, sin implicar la desintegración de ésta.

c)     Implican una limitación al carácter absoluto de la propiedad, sin implicar la desintegración de ésta.

d)    Guarda una adecuada proporcionalidad y racionabilidad con relación al fin perseguido y su aplicación es de carácter general e igualitario.

Que los objetivos que se persiguen son alcanzados, en buena parte mediante el ejercicio del poder de policía que compete al Estado, en cuya virtud está plenamente facultado para imponer a los individuos limitaciones y restricciones al uso y disposición de sus derechos de propiedad, cuya justificación y extensión están dadas por el concepto de función social que deben cumplir tales derechos y al bien general que protege teniendo presente las necesidades de los demás hombres en cuanto a individuos y en cuanto a miembros de la sociedad.

En países de organización federal como el nuestro, en cuanto a su nivel esa autoridad puede ser nacional, provincial o municipal y dentro de cada uno de sus órganos estratos administrativos en relación jerárquica de supra-subordinación.

En su conjunto, el orden jurídico está conformado por normas en relación jerárquica, debiendo las de rango inferior subordinadas conformarse a las de rango superior o supra ordenadas. Ello debe ser respetado por todos los órganos que dictan las normas, cualquiera sea su nivel por ello, no existiendo en la Provincia organismos especializados que lleven un registro y protejan los testimonios de nuestra cultura y  tradicionalidad que se atesoran en el ámbito bonaerense; pues la declaración de utilidad pública tiene los alcances de una interdicción sobre el derecho de propiedad, aunque no constituye por sí sola turbación o restricción de los derechos subjetivos u objetivos, mientras no se manifieste en actos u omisiones materiales que entorpezcan el ejercicio del derecho del propietario.

Por razones de utilidad pública, mediante el cual se restringe el uso y goce normal de la cosa, el que debe ser compartido con la administración pública o su destinatario que es el público, afectándose la exclusividad del derecho de dominio.

El término utilidad está referido a la calidad que tienen los bienes que lo hace apto para satisfacer necesidades y si tal aptitud está dirigida a la comunidad, se define una acepción específica cuya significación se expresa con la adición del adjetivo “pública”.

Por su carácter evolutivo contingente y eventual de la moción de utilidad pública, la misma es muy difícil de definición pero está vinculada la naturaleza jurídica a la atribución estatal porque comprende el provecho, comodidad y progreso comunitario satisfaciendo necesidades generales o las conveniencias del mayor número.

El instituto de la utilidad pública sirve de justificación jurídica a las limitaciones de la propiedad, ya sea por restricción administrativa, por servidumbre administrativa o por expropiación.

Por lo que de acuerdo a la moderna doctrina, el concepto de utilidad pública, es tan amplio que impulsa no sólo a la actividad destinada a la satisfacción material y espiritual de la comunidad social, sino también a los actos de gobierno que tienden a eliminar lo que se considere pernicioso para aquella, es decir la comunidad toda.

Que es preciso centralizar la información sobre todos los bienes culturales muebles e inmuebles declarados o no de interés provincial o municipal y la necesidad de contar con normas generales para la custodia, conservación,  refacción y restauración  de los monumentos muebles, lugares inmuebles de reconocido valor cultural ya sean ellos públicos o privados y que es necesario adoptar medidas de protección que alcance también, no sólo a los bienes muebles o inmuebles de carácter histórico y/o culturales, sino también preventivamente a los elementos de la naturaleza y a la tecnología que puedan ser susceptibles de erigirse en testimonio del desarrollo cultural bonaerense y ante la necesidad indispensable de evitar el deterioro o destrucción de objetos, grupos de objetos y colecciones heredadas o legadas a personas que no posean interés o conocimiento del valor cultural que encierra.

Extensión de la Documentación que se fue gestando alrededor de esta solicitud a Legislatura para viabilizar la protección que solicito de estos jardines, de sus obras, de sus marcos de protección y desarrollo que vienen expresados en distintos documentos. Los más antiguos son de 1983. 

Los que dieron lugar a la generación de derechos subjetivos fueron expresados en el primer trimestre de 1996 y han quedado registrados en los exps municipal Nº 6643/96 y provincial Nº 2335-14399/96. 

Arch 1º: Causa judicial 3 . 70.000 caracteres 
Los derechos subjetivos quedaron conformados por Decreto Municipal N° 2161 del 20/12/96 (Ver Anexo II) y las Disposiciones 259/97 y 450/97 de Catastro Económico Provincial y protegidos por los artículos 108º y 114º de la Ordenanza General 267 -Código de Procedimientos Administrativos Municipales-, que les recuerdan:

ARTICULO 108°: Todo acto administrativo final deberá ser motivado y contendrá una relación de hechos y fundamentos de derecho cuando:

a) Decida sobre derechos subjetivos.

c) Se separe del criterio seguido en actuaciones precedentes o del dictamen de órganos consultivos.

ART. 114°: La administración no podrá revocar sus propias resoluciones notificadas a los interesados y que den lugar a la acción contencioso-administrativa, cuando el acto sea formalmente perfecto y no adolezca de vicios que lo hagan anulable.

En la extensa historia jurídica del máximo tribunal de la Nación rescatamos subrayado el siguiente párrafo: "Todo derecho que tenga un valor reconocido como tal por la ley, sea que se origine en las relaciones de derecho privado, sea que nazca de actos administrativos (derechos subjetivos privados o públicos), a condición de que su titular disponga de una acción contra cualquiera que intente interrumpirlo en su goce, así sea el Estado mismo, integra el concepto constitucional de propiedad".
Esto mismo están señalando los arts 108º y 114º de la Ordenanza Gral 267.
El objeto original de mi demanda ha sido y sigue siendo totalmente desvirtuado por el Juez Servín y por los miembros de la Hon. Cámara y despreciado el recurso de queja por la SCJPBA por no acercar las copias originales de las resoluciones que fueron transcriptas de la base de la mesa virtual.

El fundamento de la pretensión procesal no es su motivacion, invocada o no, sino los acaecimientos de la Vida en que se apoya; no para justificarla, sino para acotarla, esto es, para delimitar de un modo exacto el trozo concreto de realidad al que la pretensión se refiere y que en el escrito de la demanda es preciso que se aporten todos aquellos elementos fácticos, históricos, que, efectivamente, jueguen tal papel delimitador”. 

Frente al objeto ambiental y cumplimiento de la cláusula constitucional se impone, no solamente una flexibilización en materia procesal, sino una justicia de acompañamiento, con facultades instructorias para el magistrado en aras a la protección de tal derecho y garantía. Nada de ésto en 10 años de actuaciones en SCJPBA he percibido

2.Al valle de Santiago del 10/5/2002  PDF 180.000 caracteres
3.Ensayo CEPA ¿Qué es el hombre? Del 22/6/2004  PDF 45.000 caracteres
Seguidilla de respuestas a la DISPOSICION: DCEM-12/2007    13/08/0    lcv

Que me fuera alcanzada vía mail el día 19/2/08 a las 12.14 p.m.

4.Campito planeamiento . 8.500 caracteres
Comunicación informal al Dir de catastro Económico del 21/2/08

5.Respuesta a Rodriguez 3 del 29/2/08 . 5.000 caracteres
Al Sr. Intendente Humberto Zúccaro y al Sr. Director de Catastro Económico
6.Rpronto despacho 30/5/2008 . 15.000 caracteres
7. presentadenuevo del 16/1/09 . 1.500 caracteres
8.A Graciela del 12/10/09 . 9.000 caracteres
9.Campito reitera planeamiento del 13/10/09 . 89.000 caracteres
Al Intendente del municipio del Pilar, Dr Humberto Zúccaro,   del 13/10/2009

Ref exp provincial exp 2335-14399/96; municipal 6643/96 y decreto municipal N°2161/96, notas al Dir. de Catastro Económico Rodríguez, a la Dir de Planeamiento Emilianovich, al Sec de Planeamiento Basile, a la Dir de Planeamiento Merlotti que por Exp 492/09 

10.A basile del 22/3/10 . 22.000 caracteres
11.Respuesta del 5/4/10 . 14.000 caracteres
Al Sr. Intendente Humberto Zúccaro, al Sr. Director de Catastro Económico Agr. Carlos Rodríguez y a la Secretaria de Economía y Hacienda Dra Aranzasti. 

Pilar, 5 de Abril del 2010. Ref: Dec 2161/96; Disp DCEM-12/2007 y exp 492/09
12.Rodriguez respuesta a del 21/5/10 . 23.000 caracteres
Nota informal al Dir de Catastro económico 

13.Respuesta del 5/10/10. 14.000 caracteres  

En respuesta a la notificación del 29/9/10 y a los fs 50 y 41 del exp 492, así como a otros ya reiterados

14.Campito demanda . 110.000 caracteres
Texto subido a la web el 27 de Octubre del 2011

Demandar por la inconstitucionalidad de la Disposición 12/07 del Catastro Económico Municipal

15.A basile del 10/2/12 . 5.000 caracteres
16.Causa judicial campito del 27/6/2011 . 72.000 caracteres
17.35889 campito demanda del 18/4/2013 . 88.000 caracteres
en el JCA Nº1 de SI, del 18/4/2013, que ignorando el objeto de la demanda no fue considerada como demanda ambiental 
18.35889campitoampliacion de la demanda del 27/4/13 . 20.000 caracteres
19.35889respuestas al proveido del 13/5/13  . 9.000 caracteres
20.35889Apelación a Cámara del 29/6/2013 . 32.000 caracteres
causa 3752 en la HCACASM

21.3752 Recurso de queja en SCJPBA del 6/2/14 . 214.000 caracteres
22.Consenso2 del 18/6/13 . 24.000 caracteres
Carta previa a la Dra. de Planeamiento del Mun. de Pilar Arq Graciela Merlotti, 

23.Consenso3 del 20/6/13 .  65.000 caracteres
Carta del jardín “Al Maitén” a las autoridades del Municipio de Pilar 

24.Memoria urbanística del 26/6/2013 . 32.000 caracteres
25.Viviana4 del 26/5/2014 . 9.000 caracteres
INFORME AMBIENTAL del jardín Al Maitén y validación de la Ing Viviana Fortunati

26.Paisaje protegido del 11/3/2014 a A. Soto . 29.000 caracteres
27.73038mar del 15/5/2014 . 30.000 caracteres
Proyecto de impugnación de la ley 12704
28.dppcfariasgomez del 29/5/14 . 7.500 caracteres
29.ley 10419priv del 5/5/14

30.la viga de cruce PDF de Agosto del 2000 (sin contar sus caracteres)

Dictamen 154 del 4/5/10 

que a fs 32 del exp 492/09 interpreta compromisos entre los arts 1º y 5º de la ley 12704 que enderezan a la más desquiciada inconstitucionalidad, tanto de la norma, como de los dominios privados exigiendo la apertura de una calle pública en el predio privado que solicita protección.
34 años de trabajo; 30 millones de caracteres subidos a la web sobre temas del uso del suelo y defensas de planicie de inundación. 12 millones de caracteres en SCJPBA en 39 demandas de hidrología urbana en 9 años; y 1.242.000 caracteres en comunicaciones municipales y judiciales para esquivar unos 12.000 pesos que con multas y honorarios devinieron $27.000.

Según el juez de 1ª instancia y la HCACASM, ignorando por completo y controvirtiendo por su cuenta el objeto de la demanda, ésta  no era ambiental.

Al mismo tiempo, el municipio respondía a la solicitud del consenso para enmarcar a estos predios en las protecciones de la ley 12704, solicitándonos aceptáramos el acceso público al predio. 

Dos meses después de roto este camino del consenso recibimos la oferta de US$ 30 millones por parte de dos personeros del intendente para comprar la propiedad. Un valor 10 veces más alto a los del mercado.

Si no es por la vía del desquicio, te vamos a tentar por la vía de la gula.

Una forma implícita y explícita de confirmar que este lugar tiene algo extraordinario, que por cierto, insistimos en proteger para que no sea pasto para fieras insaciables de developers de american beauties.

